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MARCO LEGAL DEL SECTOR PRIVADO SIN FINES DE LUCRO EN PERÚ 

RESUMEN 

La Constitución Política del Perú reconoce, como uno 
de los dereclws fundamentales de la persona, la libertad 
constitucional de asociación en general. Dentro de ese marco 
constitucional, las organizaciones no lucrativas se encuentran 
reguladas fundamentalmente por el Código Civil del Perú, bajo las 
figuras legales (personas jurídicas: organizaciones inscritas en 
Registros Públicos) de asociaciones, fundaciones y comités. 
Adicionalmente, el Código Civil reconoce como sujetos de derecfw 
con identidad legal propia, aunque con un régimen de 
responsabilidad diferente al de las personas jurídicas, a la 
asociación, la fundación y el comité no inscritos. 

Dentro del sector no lucrativo, en Perú, la figura más 
utilizada es la asociación, desde que a través de ella se pueden 
desarrollar diversas actividades, sean de interés social o de 
beneficio mutuo de los integrantes y en diferentes ámbitos 
(cultural, cooperación técnica internacional: organizaciones no 
gubernamentales de desarrollo-ONG's, religiosas, deportivas, 
gremiales, entre otras) siempre que tengan finalidad no lucrativa. 
En el caso de la fundación, esta figura no ha sido objeto de una 
mayoritaria utilización en Perú, como en el caso de la asociación. 
En este punto, en la actualidad se están debatiendo reformas 
legales importantes de esta figura, con el fin de otorgarle un mayor 
dinamismo. Y, el comité es una figura de escasa aplicación. 

Finalmente, cabe mencionar que en el tráfico 
ecollÓmico actúan diversas organizaciones no lucrativas (tales 
como las ONG's, organizaciones comunales, instituciones 
educativas, sindicatos), muchas de las cuales carecen de identidad 
legal propia como personas jurídicas, adoptando la figura clásica 
de la asociación civil para gozar de capacidad civil. 

l. Presentación (Marco constitucional y 
disposiciones generales: Código 
Civil) 

La Constitución Política del Perú 
reconoce como uno de los derechos funda­
mentales de la persona, el de "asociarse y 
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ABSTRAer 

The Political Constitution of Peru recognizes, as 
one of the basic human rights, the constitutional freedom of 
association in general. In Peru, the non-profit organizations 
are fundamental/y regulated by the Civil Code, through the 
legal figures of association, foundation and committee, which 
are legal entities (incorporated organizations in Public 
Records). In addition, the Civil Code of Peru, recognizes non 
incorporated organizations (associations, foundations and 
committees) as legal subjects with a proper legal identity, 
thouglz with a different regime of responsability. 

In the non-profit sector of Peru, the most widely­
used figure is the association, because it allows the 
development of diverse activities whether of social interest or of 
mutual interest to its members, in different areas such as: 
culture, religion, sports, sindicates, international technical 
cooperation (NGO's), but they always must be non-profit. The 
foundation has not been as widely used in Peru as the case of 
tlze association. Nowadays, there is a debate in arder to make 
important legal reforms of tlze foundations witlz tlze purpose of 
making tlzem more dinamic. And, tlze committee has a rare 
application in Peru. 

To conclude, it is important to mention tlzat tlzere 
are diverse non-profit organizations that act in the economic 
traffic, sucflz as: NGO 's, communal organizations, educational 
institutions, sindicates. Most of t/zese organizations do not 
lzave a proper legal identity as legal entities, so tlzey lzave to use 
the classic figure of tlze association in arder to lzave civil 
capacity. 

constituir fundaciones y diversas formas de 
organización jurídica sin fines de lucro, sin 
autorización previa y con arreglo a ley. No 
pueden ser disueltas por resolución admi­
nistrativa" (Art. 2, inciso 13). Ello implica que 
toda persona tiene derecho a agruparse para 
desarrollar los más diversos fines, inclusive 
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dentro del sector no lucrativo (culturales, de 
interés o promoción social, religiosos, recrea­
tivos, gremiales, entre otros), siempre que no 
atente contra el orden público, las buenas 
costumbres o las leyes. 

Doctrinariamente se reconoce que el 
derecho de asociación involucra, a su vez, 
una doble vertiente: la libertad positiva de 
asociación y la libertad de no asociarse (el no 
ser obligado a pertenecer a una asociación y, 
en general, a una organización). La libertad 
positiva involucra los siguientes derechos 
fundamentales: el derecho de crear una orga­
nización; el derecho de establecer la propia 
organización o autoregulación, respetando 
las disposiciones legales correspondientes 
(así, por ejemplo, en Perú, el estatuto de una 
asociación civil puede establecer, conforme a 
los intereses sociales, los requisitos y proce­
dimientos para la admisión y expulsión de 
asociados); el derecho a incorporarse o parti­
cipar voluntariamente en una organización; y 
el derecho a desarrollar las actividades com­
prendidas dentro de su objeto social para 
fines lícitos. 

Adicionalmente, la Constitución del 
Perú reconoce como uno de los derechos fun­
damentales de la persona, la libertad de expre­
sión (Art. 2, inciso 4); así como, la libertad de 
conciencia y de religión, en forma individual o 
asociada. No hay persecución por razón de 
ideas o creencias, siendo su ejercicio público, 
siempre que no ofenda la moral ni altere el 
orden público (Art. 2, inciso 3). De este modo, 
se pueden crear organizaciones no lucrativas 
para la práctica de diferentes creencias o reli­
giones. 

Por otra parte, en Perú, las organiza­
ciones privadas no lucrativas están reguladas 
fundamentalmente por el Código Civil. Con­
cretamente, el Código Civil regula a las perso­
nas jurídicas no lucrativas, es decir, organiza­
ciones que gozan de identidad legal propia 
como sujetos de derecho con autonomía pa­
trimonial y de responsabilidad respecto de sus 
miembros. Tales personas jurídicas son la aso­
ciación, la fundación y el comité. Igualmente, 
reconoce identidad legal como sujetos de dere-

ARTÍCULOS 

cho, con características especiales, a otras or­
ganizaciones no lucrativas que no han cumpli­
do con los requisitos formales para acceder a la 
condición de persona jurídica: la asociación, la 
fundación y el comité no inscritos. 

El Código Civil es una norma de alcan­
ce nacional. En este sentido, no existen normas 
de alcance regional y 1 o local que regulen de 
manera especial a este tipo de organizaciones 
como personas jurídicas . No obstante, cabe 
destacar que existen disposiciones de carácter 
local (normas emitidas por las municipalida­
des), destinadas a regular la participación de 
organizaciones de pobladores en el nivel de los 
gobiernos locales (municipalidades), para 
efectos de otorgarles "personería de carácter 
municipal". 

2. Tipos legales de organizaciones no 
lucrativas 

Los tipos legales de organizaciones 
privadas no lucrativas fundamentales son 
aquellos regulados en el Código Civil: la aso­
ciación, la fundación y el comité, los cuales 
tienen la condición formal de personas jurídi­
cas. Es decir, existencia legal distinta de sus 
miembros, de modo tal que gozan de autono­
mía patrimonial y de responsabilidad2• 

2.1 Personas jurídicas no lucrativas: 
asociación, fundación y comité 

La asociación 

Constituye una organización estable de 
personas naturales o jurídicas, o de ambas, que 
a través de una actividad común persigue un 
fin no lucrativo (Art. 80 del Código Civil). De 
la definición anterior se desprende que bajo la 
figura de una asociación se pueden desarrollar 
los más diversos fines, siempre que tengan 
finalidad no lucrativa. Es decir, que los asocia­
dos no busquen un beneficio patrimonial a 
través del reparto de los ingresos de la asocia­
ción. Así, en Perú, la asociación es la figura no 
lucrativa más utilizada y sirve para dar identi­
dad legal a una diversidad de instituciones, 
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tales como clubes (deportivos, recreativos), 
organizaciones religiosas, organizaciones no 
gubernamentales de desarrollo (ONG's), gre­
mios empresariales y sindicales, entidades 
artísticas y 1 o culturales, entre otras. 

La fundación 

Constituye una organizacwn no lu­
crativa instituida mediante la afectación de 
uno o más bienes, para la realización de ob­
jetivos de carácter religioso, asistencial, cultu­
ral u otros de interés social (Art. 99 del Códi­
go Civil). Esta figura, en la actualidad, no ha 
sido objeto de mayoritaria utilización como la 
asociación; especialmente por el hecho que el 
fundador no tiene participación al interior de 
la organización, no existe un régimen flexible 
y ágil para la toma de decisiones por parte de 
los administradores, requiriéndose incluso de 
autorización previa del Estado para realizar 
actos de disposición y gravamen de bienes 
que no sean objeto de las operaciones ordina­
rias de la fundación3. 

La fundación está bajo el control del 
Estado, a cargo de la entidad pública denomi­
nada Consejo de Supervigilancia de Fundacio­
nes (Consuf). 

El comité 

Constituye una organización de perso­
nas naturales o jurídicas, o de ambas, dedicada 
a la recaudación pública de aportes destinados 
a una finalidad altruista (Art. 111 del Código 
Civil). Si bien la figura del comité constituyó 
una de las novedades del Código Civil, en la 
realidad ha tenido una escasa aplicación, fun­
damentalmente por su carácter temporal y 
específico vinculado a la realización de colectas 
públicas, homenajes, obras asistenciales, even­
tos científicos o de interés social. En la práctica, 
estas actividades pueden ser realizadas como 
parte del objeto social de otras personas jurídi­
cas no lucrativas, fundamentalmente a través 
de una asociación. 

2.2 Organizaciones no inscritas reguladas 
por el Código Civil 

Adicionalmente, el Código Civil regula 
de manera especial a determinadas organiza­
ciones no inscritas: asociación, fundación y co­
mité no inscritos. Dichas organizaciones gozan 
de identidad legal como sujetos de derecho, 
pudiendo celebrar actos y contratos, así como 
comparecer en juicio. No obstante, al no haber 
adquirido la condición formal de personas 
jurídicas conforme al sistema legal peruano, 
no tienen el beneficio de la autonomía patri­
monial y de responsabilidad. De este modo, 
existe responsabilidad solidaria de quienes, 
en general, actúen a su nombre y contraigan 
obligaciones (asociación), de sus administra­
dores (fundación) y de sus organizadores y 
gestores (comité). 

2.3 Otros tipos legales de organizaciones 
no lucrativas 

Además, existen otras organizacio­
nes no lucrativas constituidas como tales 
bajo la legislación peruana y que tienen tras­
cendencia en el tráfico jurídico, muchas de 
las cuales carecen de identidad legal propia 
como personas jurídicas. Sin embargo, para 
actuar en el nivel legal adoptan, muchas 
veces, la figura clásica de la asociación civil. 
A continuación, nos permitimos indicar las 
siguientes: 

Organizaciones no gubernamentales de desarrollo 
(ONG's) 

En Perú existe un número importante 
de ONG's, cuya característica fundamental es 
realizar acciones de promoción social utilizan­
do recursos de cooperación técnica internacio­
nal. En efecto, la definición de este tipo de 
organizaciones no lucrativas deriva de un re­
gistro administrativo denominado de "Organi­
zaciones No Gubernamentales de Desarrollo 
Receptoras de Cooperación Técnica Interna-
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cional (ONGD-PERU)" ante la entidad pública 
denominada Secretaría Ejecutiva de Coopera­
ción Técnica Internacional (Secti) del Ministe­
rio de la Presidencia. 

Es decir, las ONG's en el país, pese a 
su amplia utilización y dinámica especial de 
funcionamiento, no constituyen un tipo es­
pecial de persona jurídica. Por tanto, para 
gozar de identidad legal como sujetos de 
derecho adoptan usualmente, por su flexibi­
lidad, la figura de la asociación civil. Este 
tema lo abordaremos con mayor amplitud 
en la parte relativa al Régimen especial de 
cooperación técnica internacional en Perú 
(sección 7). 

Organizaciones de pobladores 

Se trata de organizaciones de poblado­
res que gozan de reconocimiento local (muni­
cipal), a efectos de tener capacidad legal fun­
damentalmente orientada a la defensa de los 
intereses y derechos de los pobladores de 
agrupamientos humanos. De este modo, la 
Ordenanza No. 088 de la Municipalidad de 
Lima Metropolitana define como Organiza­
ciones de pobladores a: "todas aquellas formas 
asociativas que adopten los habitantes de los 
asentamientos humanos, urbanizaciones po­
pulares de interés social, asociaciones para 
vivienda, asociaciones pro vivienda, coopera­
tivas de vivienda, centros poblados rurales y 
programas municipales de vivienda, previstas 
por la ley siempre que no tengan fines de lu­
cro ni desarrollen actividades políticas o con­
fesionales; también quedan incluidas todas 
aquellas agrupaciones de hecho, siempre que 
no tengan fines de lucro ni desarrollen activi­
dades políticas o confesionales"4• Dichas orga­
nizaciones de pobladores, debidamente ins­
critas en los registros del gobierno local (mu­
nicipalidad), gozan de 'personería municipal' 
(capacidad de representación limitada al ám­
bito municipal), sin que ello implique un re­
conocimiento general como sujetos de dere­
chos con capacidad plena para actuar en el 
tráfico jurídico. 

ARTÍCULOS 

Organizaciones sociales de base 

Este tipo de organizaciones surge como 
respuesta a necesidades de carácter económico 
y social, fundamentalmente en sectores urbano­
marginales (asentamientos humanos), y utiliza 
diversas denominaciones, tales como clubes de 
madres, comedores populares, comités de vaso 
de leche y otros de naturaleza similar. Asimis­
mo, si bien gozaban de reconocimiento local (en 
el nivel de representación o 'personería' ante la 
municipalidad distrital correspondiente), no 
gozaban de identidad legal propia como perso­
nas jurídicas en un nivel general. Por tanto, en 
la medida en que dichas organizaciones popu­
lares requerían realizar actos y contratos en el 
tráfico jurídico (formalizar una compra-venta, 
por ejemplo), adoptaban normalmente la figura 
de la asociación civil. 

Sin embargo, la dinámica de funcio­
namiento de estas organizaciones evidenció la 
necesidad de darles una tipicidad legal propia, 
distinta a la clásica asociación civil. Por tal 
motivo, en febrero de 1991, se dictó la Ley No. 
25307, la cual reconoció existencia legal y per­
sonería jurídica particular a este tipo de orga­
nizaciones bajo la denominación de "Organiza­
ciones sociales de base". Dicha norma, a fin de 
facilitar su formalización como personas jurí­
dicas, permitió la convalidación de los recono­
cimientos municipales que pudiesen tener tales 
organizaciones, para efectos de la inscripción 
en el Registro Público correspondiente. No 
obstante, pese a la dación de esta norma en el 
año 1991, la efectividad de la misma recién se 
dio unos años después, cuando se implementó 
el libro especial respectivo dentro del Registro 
Público de Personas Jurídicas. De manera adi­
cional, no existiendo una real difusión de esta 
nueva figura, en la práctica, este tipo de orga­
nizaciones populares sigue utilizando la figura 
legal clásica de la asociación civil. 

Instituciones educativas particulares 

Bajo esta denominación quedan com­
prendidas básicamente las entidades que 
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prestan con carácter exclusivo servicios educa­
tivos, en cualquiera de los niveles y modalida­
des previstos por la ley, tales como centros o 
programas educativos (de nivel inicial, prima­
ria, secundaria), institutos y escuelas superio­
res, universidades, escuelas de posgrado parti­
culares, entre otros. 

A partir del mes de noviembre de 1996, 
al amparo del Decreto Legislativo No. 882 (Ley 
de Promoción de la Inversión Privada en la 
Educación), se ha buscado dar mayor flexibili­
dad a la prestación de servicios educativos, 
permitiendo que tengan carácter lucrativo o 
no. En este sentido, dicho Decreto Legislativo 
permite que las instituciones educativas parti­
culares puedan organizarse jurídicamente bajo 
cualquiera de las formas previstas en el dere­
cho común y el régimen societario. 

Adicionalmente, para que tales institu­
ciones puedan funcionar de manera legal re­
quieren de una autorización especial ante el 
~inisterio de Educación. En el caso especial de 
las universidades, corresponde al Consejo 
Nacional para la Autorización de Funciona­
miento de Universidades (Conafu) -órgano 
autónomo de la Asamblea Nacional de Recto­
res, con sede en la ciudad de Lima- conceder 
las autorizaciones de funcionamiento corres­
pondientes (Ley No. 26439). 

Organizaciones religiosas 

De manera general, la Constitución 
declara que: "Dentro de un régimen de inde­
pendencia y autonomía, el Estado reconoce a la 
Iglesia Católica como elemento importante en 
la formación histórica, cultural y moral del 
Perú, y le presta su colaboración. El Estado 
respeta otras confesiones y puede establecer 
formas de colaboración con ellas" (Art. 50). 
Dicho reconocimiento guarda correspondencia 
con los principios de igualdad y de libertad de 
religión plasmados en el Art. 2, incisos 2 y 3 de 
la Constitución del Perú; además de establecer 
una separación entre la Iglesia Católica y el 
Estado. 

Sin perjuicio de lo anterior, la Iglesia 
Católica es la única que tiene un reconocí-

miento especial como persona jurídica de dere­
cho público y goza de exoneraciones y benefi­
cios tributarios (al igual que las jurisdicciones y 
comunidades religiosas que la integran), en 
virtud de un acuerdo suscrito entre la Santa 
Sede y la República del Perú (denominado 
"Concordato"), con fecha 19 de julio de 1980, el 
cual estableció el sistema de relaciones institu­
cionales entre la Iglesia Católica y el Estado. 
Este reconocimiento como persona jurídica de 
derecho público es también conferido en favor 
de la Conferencia Episcopal Peruana, los arzo­
bispados, obispados, prelaturas, vicariatos 
apostólicos y otras jurisdicciones eclesiásticas 
como los cabildos eclesiásticos, los seminarios 
diocesanos, las parroquias y misiones depen­
dientes de aquéllas. 

En el caso de las órdenes y congrega­
ciones religiosas, para gozar de identidad legal, 
podrán organizarse como asociaciones, con­
forme al Código Civil peruano, respetándose 
su régimen canónico interno. En efecto, el Art. 
81 del Código Civil permite que las asociacio­
nes religiosas en general, puedan adoptar un 
régimen especial de organización (distinto al 
de la asociación civil común), siempre que su 
estatuto sea aprobado por la correspondiente 
autoridad eclesiástica. 

No obstante, en la práctica, esta norma 
es básicamente utilizada por entidades religio­
sas pertenecientes a la Iglesia Católica, ya que 
dicha entidad es la única que goza de recono­
cimiento oficial como autoridad eclesiástica, 
con personalidad jurídica de derecho público, 
en virtud del acuerdo internacional antes indi­
cado. De este modo, las demás organizaciones 
con fines religiosos diversos o que se encuen­
tran integradas en otras religiones distintas de 
la católica, para gozar de identidad legal, se 
acogen a la figura de la asociación civil común. 

Sindicatos 

La Constitución Política de 1993 reco­
noce como un derecho fundamental de la per­
sona, la libertad sindical. En tal virtud, los 
sindicatos son organizaciones destinadas a 
representar al conjunto de trabajadores com-
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prendidos dentro de su ámbito, para la defensa 
y promoción de sus derechos laborales. 

La legislación peruana establece un 
tratamiento diferenciado a los sindicatos, res­
pecto de sus actividades gremiales y las activi­
dades civiles comunes que puedan realizar. 

Para el caso en que los sindicatos reali­
cen actividades gremiales (aquellas vinculadas 
directamente en defensa y promoción de los 
derechos de los trabajadores), existe una regu­
lación legal específica que está conformada 
fundamentalmente por el Decreto Ley No. 
25593 (Ley de Relaciones Colectivas de Traba­
jo) y su reglamento, el Decreto Supremo No. 
011-92-TR; de igual manera se pueden aplicar 
los Convenios de la Organización Internacio­
nal del Trabajo (OIT) sobre libertad sindical, 
suscritos por Perú, y que forman parte del 
derecho interno peruano y son aplicables di­
rectamente por los jueces. En el supuesto que 

ARTÍCULOS 

propósito no lucrativo de toda organizaC1on 
cooperativa, en estricto, no constituye una 
persona jurídica de finalidad no lucrativa aná­
loga al de una asociación civil, por ejemplo. En 
efecto, la ley define a las cooperativas como 
aquellas organizaciones que tienen como fina­
lidad ser fuente de trabajo para quienes, al 
mismo tiempo, sean sus socios y trabajadores 
(cooperativas de trabajadores: pesqueras, agra­
rias, etc.) o ser fuente de servicios para sus 
usuarios (cooperativas de servicios: ahorro y 
crédito, entre otras). 

En esta medida, los socios de una coo­
perativa (a diferencia de los asociados en una 
asociación civil) realizan aportes para poder 
participar y, como consecuencia, tienen dere­
chos patrimoniales respecto del patrimonio de 
la cooperativa: participación en los excedentes 
que pudiese generar y en el saldo neto de li­
quidación patrimonial, en caso de disolución. 

los sindicatos realicen actividades civiles co­
munes (no gremiales), resultan de aplicación 3. 
las normas correspondientes a las asociacio-

Constitución formal y ámbito de 
actuación 

nes civiles sin fines de lucro anteriormente 
descritas. 3.1 Procedimientos de registro 

De este modo, para la obtención de la 
denominada 'personería gremial', es necesario 
que el sindicato proceda a inscribirse en un 
registro administrativo a cargo del Ministerio 
de Trabajo y Promoción Social. Esta inscripción 
le faculta al sindicato, el ejercicio de sus activi­
dades gremiales en defensa de sus afiliados. 
Una vez producida la inscripción ante dicho 
registro administrativo, el sindicato puede, si 
lo considera conveniente, proceder a solicitar 
su inscripción ante el Registro de Personas 
Jurídicas de los Registros Públicos de su locali­
dad, lo cual le permitirá gozar de personalidad 
jurídica plena para desarrollar actividades en 
cualquier ámbito (civil, mercantil) distinto al 
estrictamente gremial. 

Cooperativas 

Las cooperativas constituyen un caso 
especial de persona jurídica que se encuentra 
sujeta a una legislación diferenciada del Códi­
go Civil5• Si bien se reconoce legalmente el 

De conformidad con lo dispuesto en el 
Art. 77 del Código Civil, la existencia de la 
persona jurídica de derecho privado comienza 
el día de su inscripción en el registro respecti­
vo: concretamente, en el Registro de Personas 
Jurídicas de los Registros Públicos del lugar de 
domicilio de la entidad. No obstante, si bien la 
condición formal de persona jurídica (sujeto de 
derechos autónomo) se adquiere con la ins­
cripción registra!, a fin de facilitar el tráfico 
económico, la propia norma permite realizar 
actos y contratos antes de dicha inscripción. De 
este modo, si la organización se inscribe y rati­
fica (dentro de los tres meses siguientes de 
haber sido inscrita) tales actos, asume la res­
ponsabilidad por los mismos; caso contrario, 
quienes los hubieran celebrado son ilimitada y 
solidariamente responsables frente a terceros. 

Por otra parte, como se ha indicado, el 
Código Civil también reconoce identidad legal 
a la asociación, la fundación y el comité no 
inscritos, siempre que cuenten con un ordena-
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miento interno, lo cual implica la existencia de 
un documento escrito de constitución y regula­
ción de su organización. Sin embargo, tienen 
un régimen especial de responsabilidad perso­
nal de sus miembros y administradores, según 
corresponda a su tipo social. 

El acto de inscripción registra! en Perú 
no supone un acto de autorización o concesión 
gubernativa, sino una calificación de legalidad 
por parte de la autoridad estatal competente 
(Registros Públicos), a fin de verificar el cum­
plimiento de los requisitos de forma y fondo 
pertinentes a la constitución de determinada 
persona jurídica. 

De manera general, para la inscripción 
registra! de toda persona jurídica, en Perú, se 
requiere que el documento de constitución 
social sea elevado a escritura pública ante no­
tario público. No obstante, de acuerdo con el 
tipo legal de organización, el acuerdo interno 
de constitución puede variar. Así, en el caso de 
las organizaciones no lucrativas, tenemos lo 
siguiente: 

a. 

b. 

En la asociación se requiere de un acta de 
constitución social, en la que conste el 
acuerdo de agruparse en tomo a una ac­
tividad común de finalidad no lucrativa, 
la aprobación del estatuto y la designa­
ción específica de sus cargos directivos y 
representante legal. Dicha acta de cons­
titución social debe ser transcrita y firma­
da por los asociados fundadores en un 
Libro de Actas (se admiten también hojas 
sueltas) especial, legalizado notarial­
mente. De manera adicional, se requiere 
legalizar un Libro Registro de Asociados, 
en el que debe incorporarse el índice y 
datos de identificación de los asociados 
fundadores. 
La fundación se constituye mediante una 
declaración de voluntad del (de los) fun­
dador (es), la cual se puede materializar a 
través de una escritura pública o por 
testamento. Para la constitución de una 
fundación basta que se indique los ele­
mentos básicos de la misma: el bien o 
bienes que se afectan y la finalidad (de 

interés social), conforme a lo dispuesto 
en el Art. 101 del Código Civil. Los de­
más elementos (nombre y domicilio, es­
tructura organizativa, designación de 
administradores, entre otros) pueden ser 
complementados por la entidad estatal 
encargada de la supervisión de estas en­
tidades, denominada Consejo de Super­
vigilancia de Fundaciones (Consuf). De 
este modo, el Artículo 101 del Código 
Civil señala expresamente que el regis­
trador de personas jurídicas debe enviar 
al Consuf el título de constitución que 
careciera de algún elemento necesario 
para el funcionamiento de la fundación, 
a fin de que realice la integración de di­
cho título. De manera adicional a la ins­
cripción en los Registros Públicos, para 
efectos de la respectiva supervisión es­
tatal, en el caso específico de la funda­
ción, ésta debe inscribirse en el registro 
administrativo que lleva la entidad es­
tatal denominada Consuf, indicada an­
teriormente. 

c. El comité, al igual que la asociación, su­
pone un acuerdo interno de constitución 
social por parte de los miembros, en el 
que se debe aprobar su estatuto y desig­
nar a sus directivos. No obstante, el Art. 
111 del Código Civil, en atención a su 
naturaleza especial y transitoria, permite 
que para la inscripción registra!, el acto 
constitutivo y el estatuto del comité pue­
dan constar en documento privado con 
legalización notarial de las firmas de los 
fundadores. Por tanto, no se requiere de 
escritura pública. 

3.2 Sucursales (oficinas) de entidades 
extranjeras no lucrativas 

Las sucursales, oficinas, estableci­
mientos permanentes o similares de entidad 
extranjeras no lucrativas, para actuar en el país, 

· no necesitan adoptar ninguno de los tipos le­
gales de persona jurídica nacionales (asocia­
ción o fundación, por ejemplo). En efecto, el 
Art. 2073 del Código Civil establece que: "la 
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existencia y la capacidad de las personas jurí­
dicas de derecho privado se rigen por la ley del 
país en que fueron constituidas". De este mo­
do, se reputan hábiles para realizar en el país 
los actos y contratos comprendidos dentro de 
su objeto social. 

Sin embargo, para el ejercicio habitual 
de actividades en el país, deben proceder al 
reconocimiento de su personalidad jurídica y a 
la designación de un representante especial, 
inscribiéndose para tal efecto en el Libro Espe­
cial de Personas Jurídicas Extranjeras de los 
Registros Públicos (Registro de Personas Jurí­
dicas) correspondiente al lugar de su domicilio 
en el país. Para tal efecto, deben presentar la 
documentación relativa a la constitución y 
estatutos de la organización, constancia de 
vigencia y poder especial en favor de un repre­
sentante legal en Perú. La documentación per­
tinente deberá estar debidamente legalizada 
por las autoridades consulares de Perú (tanto 
en el extranjero como en el país: Ministerio de 
Relaciones Exteriores). 

3.3 Registros administrativos y contabi­
lidad 

Las organizaciones no lucrativas deben 
obtener los registros administrativos requeri­
dos para toda persona jurídica y organización 
en general, tales como: Registro Único de 
Contribuyentes (RUC), Registro Unificado 
(sector comercio), Registro del Empleador ante 
el Instituto Peruano de Seguridad Social, Auto­
rización municipal de funcionamiento (aunque 
el local no esté abierto al público). 

Igualmente, atendiendo a la naturaleza 
de su actividad, pueden obtener reconoci­
mientos sectoriales tales como: asociación cul­
tural ante el Instituto Nacional de Cultura, 
asociación no lucrativa con fines educativos 
ante el Ministerio de Educación, entre otros. 

Finalmente, las organizaciones no lu­
crativas no tienen un tratamiento especial de 
carácter contable, encontrándose obligadas a 
llevar contabilidad completa y en moneda 
nacional, debiendo registrar sus operaciones 
de acuerdo con las normas generales y princi-
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pios de contabilidad. Sin embargo, cabe desta­
car que las personas jurídicas no lucrativas no 
están obligadas a aplicar las normas sobre 
ajuste por inflación del balance general con 
incidencia tributaria. 

3.4 Tipos de objetivos 

La finalidad común a la asociación, 
fundación y comité es su carácter no lucrativo, 
el cual está definido en función a la relación 
existente entre los integrantes y la persona 
jurídica, y no por el tipo de actividad a desa­
rrollar a través de ésta. De este modo, en una 
persona jurídica de carácter lucrativo (caso de 
la sociedad anónima), los socios se agrupan en 
tomo al interés común de repartirse los exce­
dentes que se generen a partir de la ejecución 
del objeto social de dicha persona jurídica. Por 
el contrario, la finalidad no lucrativa excluye, 
de manera general, la búsqueda de beneficios 
patrimoniales por parte de sus integrantes con 
los ingresos y 1 o bienes de la respectiva orga­
nización, de modo tal que los bienes se en­
cuentran permanentemente 'afectados' al cum­
plimiento del objeto social. 

En el caso de las organizaciones no 
lucrativas, no existe una distinción legal basa­
da en objetivos de 'mutuo interés' o 'beneficio 
particular, o de interés o utilidad pública'. No 
obstante, advertimos ciertas diferencias en 
cuanto al objeto social a desarrollar por una 
asociación, fundación y comité, según se indica 
a continuación: 

a. La asociación puede desarrollar en gene­
ral cualquier actividad en común, siem­
pre que tenga finalidad no lucrativa. 
Desde este punto de vista, en Perú, la 
asociación se presenta como una organi­
zación bastante flexible para desarrollar 
diversidad de objetivos, siempre que no 
estén reservados a otra forma de organi­
zación legal (caso de las entidades banca­
rias y financieras), atenten contra el orden 
público o las buenas costumbres. 
De este modo, una asociación puede te­
ner como objeto social uno de interés to-
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talmente particular en beneficio exclusivo b. 
de sus miembros (caso de los clubes re­
creativos y deportivos, entidades gre­
miales), como de interés social (ONG's, 
instituciones educativas) o 'utilidad pú­
blica' (entidades de salud). 

En la fundación, por definición legal, el 
acto de constitución supone necesaria­
mente una dotación o atribución patri­
monial del fundador. Esto es, en la fun­
dación importa la afectación de uno o 
más bienes para desarrollar un objeto de 
interés social. b. La fundación debe tener objetivos de 

carácter religioso, asistencial, cultural u 
otros de interés social, conforme a la defi­
nición de esta institución contenida en el 
Código Civil; excluyendo de este modo, 
la posibilidad de crear fundaciones de ca­
rácter familiar. 

Si bien el Código Civil no establece un 
mínimo legal ni la necesidad de acreditar 
el aporte del fundador, se ha interpretado 
que dicha dotación patrimonial debe ser 
apropiada y suficiente en atención al ob­
jeto social a desarrolla/. 

c. El comité tiene como objetivo necesario la c. 
recaudación pública de aportes destina-

El comité, por definición legal, surge 
sobre la base de la necesidad de obtener 
recursos, originados en la recaudación 
pública de aportes para afectarlos al 
cumplimiento de una finalidad altruista. 
Esto es, los miembros del comité buscan 
promover la solidaridad de terceros, a 
través de la realización de aportes patri­
moniales, destinados a ejecutar obras de 
interés social o colectivo. 

dos a una finalidad altruista, conforme a 
la definición contenida en el Código Civil: 
en beneficio de terceros (homenajes, 
conmemoraciones) o de la colectividad 
(obras de socorro o atención a calamida-
des, obras públicas). 

3.5 Miembros y patrimonio 

En el caso de la asociación y el comité 
no se exige un número mínimo ni máximo de 
miembros; bastando formalmente que se cons­
tituyan con dos miembros, los cuales pueden 
ser personas naturales o jurídicas, o ambas. En 
la fundación no se da la figura de miembros o 
asociados, pudiendo instituirse una fundación 
con uno solo o varios fundadores que pueden 
ser personas naturales o jurídicas, sin que en 
este último caso exista vínculo asociativo entre 
ellos. 

Con relación al patrimonio, sí existen 
las siguientes diferencias: 

a. En la asociación se admite que ésta pue­
da tener un patrimonio actual (no exis­
tiendo un mínimo legal ni la necesidad de 
acreditar su existencia) o potencial (sobre 
la base de la indicación en el estatuto de 
la manera cómo se integrará el patrimo­
nio, por cualquier medio permitido por la 
legislación: cuotas de asociados, donacio­
nes, entre otros). 

3.6 Actividades comerciales 

De manera general, todas las personas 
jurídicas se rigen por el principio doctrinario 
de la 'especialidad', según el cual pueden reali­
zar todos aquellos actos y contratos vinculados 
(de manera directa o indirecta) con su objeto 
social. 

En este sentido, el carácter no lucrativo 
de una organización no impide la realización 
de actividades mercantiles, las cuales pueden 
tener vinculación directa con su objeto social 
(así, por ejemplo, realizar labores de comercia­
lización de los productos de la población bene­
ficiaria de los proyectos de una ONG, tareas de 
asistencia crediticia, entre otras) o indirecta, es 
decir, destinadas a la generación de recursos 
propios a fin de permitir su funcionamiento 
(prestación de asesorías remuneradas, eventos 
y conferencias, entre otras). 

A su vez, tales actividades mercantiles 
pueden implicar la participación de una orga­
nización no lucrativa en una sociedad mercan-



28 

til, a través de su constitución (aporte inicial), 
aumento de capital o compra de acciones. 

Cabe destacar que en el caso de una 
asociación, el acuerdo vinculado a la realiza­
ción de actividades mercantiles es adoptado 
libremente por el órgano social competente y 1 o 
por el representante legal o especial con facul­
tades suficientes para tal efecto. No obstante, en 
el caso especial de la fundación, por encontrar­
se bajo el control del Consuf, si tales actividades 
mercantiles implican la disposición de bienes 
que no forman parte de las operaciones ordina­
rias de la fundación (compra de acciones en 
Bolsa, por ejemplo), las mismas están sujetas a 
la autorización previa del Consuf, el cual eva­
lúa que tal actividad no ponga en peligro la 
estabilidad económica de la fundación. 

Mención especial merece la actividad 
crediticia que vienen realizando determinadas 
organizaciones no lucrativas, especialmente 
ONG's, como parte de sus programas de desa­
rrollo y 1 o promoción social en favor de deter­
minados sectores (micro y pequeña empresa, 
en particular). Al respecto, en nuestra opinión, 
dicha actividad no constituye en estricto una 
actividad de intermediación financiera, sujeta a 
la legislación especial de la materia. En efecto, 
se entiende como intermediación financiera "la 
actividad habitual consistente en la captación 
de fondos, bajo cualquier modalidad, y su 
colocación en forma de créditos o inversio­
nes"7, la cual está reservada a tipos específicos 
de organizaciones y deben contar con la auto­
rización especial de la entidad rectora que es la 
Superintendencia de Banca y Seguros (SBS). 
Adicionalmente, las ONG's no captan fondos 
del público en el país, sino que los recursos 
utilizados para colocarlos como crédito pro­
vienen de donaciones (recursos propios) de 
fuentes cooperantes extranjeras. 

Sin perjuicio de lo anterior, a la fecha, 
las organizaciones no lucrativas están consti­
tuyendo (sin perder su personalidad jurídica 
como asociaciones civiles) un tipo especial de 
entidad del sistema financiero peruano, deno­
minada Entidad de Desarrollo de la Pequeña y 
Micro Empresa (EDPYME), la cual adopta la 
figura legal de sociedad anónima, cuya espe-
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cialidad consiste en otorgar financiamiento 
preferentemente a los empresarios de la pe­
queña y micro empresa. 

3.7 Canalización de donaciones 

En Perú, las organizaciones no lucrati­
vas pueden solicitar contribuciones o donacio­
nes de terceros sin necesidad de inscribirse en 
un registro especial o solicitar un permiso pre­
vio ante el Estado o una entidad especial. Di­
chas donaciones se formalizan a través de con­
venios privados, en los cuales se establece las 
obligaciones a cargo de la entidad que recibe la 
donación (aplicación de los fondos a una acti­
vidad en concreto, que se declara como motivo 
determinante y causal de reversión de la dona­
ción, cumplimiento de metas, presentación de 
cuentas con respecto a la aplicación de los fon­
dos donados, entre otros) y la posibilidad de 
supervisión a cargo de la entidad donante o 
fuente cooperante (visitas, evaluaciones, audi­
torías, entre otras). 

Sin embargo, existen determinadas 
disposiciones especiales según el tipo de acti­
vidad a desarrollar, las cuales se indican a 
continuación: 

a. En el caso que tales contribuciones se 
realicen mediante mecanismos de colecta 
pública, las mismas pueden ser efectua­
das por entidades calificadas como insti­
tuciones privadas de carácter asistencial y 
de auxilio por parte del Ministerio de 
Salud. Para tal efecto, se debe presentar 
una solicitud dirigida a la Dirección Ge­
neral de Gobierno Interior del Ministerio 
del Interior, poniendo en conocimiento de 
este órgano la realización de la colecta 
con una anterioridad no menor de 60 
días, la finalidad de la colecta, el ámbito 
territorial que comprenderá, la fecha de 
realización y otros datos que la entidad 
solicitante considere oportunos, conforme 
lo establece el Texto Único de Procedi­
mientos Administrativos (TUPA) de la 
Dirección General de Gobierno Interior 
del Ministerio del Interior8• 
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b. En el caso especial de contribuciones, 
concretamente donaciones por concepto 
de cooperación técnica internacional, la 
ley determina la obligatoriedad del Re­
gistro de ONGD-PERU ante el Ministerio 
de la Presidencia, tipificando dicho re­
gistro como uno de carácter constitutivo 
(Art. 73 del Decreto Supremo No. 015-92-
PCM: Reglamento de la Ley de Coopera­
ción Técnica Internacional). No obstante, 
las normas de cooperación técnica inter­
nacional establecen su aplicación a la coo­
peración que se "gestiona a través de los 
organismos del Estado" (Art. 1 de la Ley 
de Cooperación Técnica Internacional: 
Decreto Legislativo No. 719). Por tanto, se 
interpreta que de no canalizarse tales do­
naciones provenientes de cooperación 
técnica internacional a través de instan­
cias del Estado, no existiría la obligación 
de inscribirse en el Registro de ONGD­
PERU. 
En la práctica, cabe destacar que en Perú 
la mayoría de ONG's se inscribe en dicho 
registro administrativo, a fin de gozar de 
una cobertura de carácter formal respecto 
de las actividades que realizan. 

3.8 Actividades políticas 

No existen, de manera general, restric­
ciones en Perú para que organizaciones no 
lucrativas realicen actividades vinculadas con 
política o de lobby. En el primer caso, funda­
mentalmente, tales actividades no han estado 
vinculadas a una participación directa de tales 
organizaciones en la actividad política (lo cual 
supone su formalización y registro como par­
tidos o movimientos políticos), sino que han 
estado referidas a capacitación de dirigentes, 
labores de consultoría y asesoría, labores de 
promoción para facilitar la captación de fondos 
y de participantes. 

En el nivel de las actividades de lobby, 
éstas se dan fundamentalmente a través de la 
actuación de gremios empresariales (organiza­
dos legalmente como asociaciones), a fin de 
obtener la expedición y 1 o modificación de las 

normas legales vinculadas al sector al que re­
presentan (sector exportador, agrícola, indus­
trial, etc.), destinadas a la promoción del res­
pectivo sector (reducción de tasas de impues­
tos locales, rebaja de aranceles en la importa­
ción respecto de cierto tipo de bienes, medidas 
promocionales a la exportación, entre otras). 

3.9 Disolución y extinción social 

De manera general, la Constitución 
Política del Perú garantiza -como parte de 
la libertad constitucional de asociación- que 
las personas jurídicas no puedan ser di­
sueltas por resolución administrativa (Art. 2, 
inciso 13). 

De este modo, las causales de disolu­
ción son la voluntaria (por decisión de los 
miembros, la cual se da básicamente en la aso­
ciación civil) o la forzosa (por mandato legal 
derivado de la imposibilidad de funciona­
miento o disolución de carácter judicial, cuan­
do sus fines o actividades sean contrarios al 
orden público o a las buenas costumbres). 
Legalmente, la extinción de este tipo de orga­
nizaciones como personas jurídicas se formali­
za con la cancelación o cierre de la partida 
registra!, una vez culminado el período de 
liquidación correspondiente. 

Asimismo, cabe destacar que, derivado 
de la finalidad no lucrativa de este tipo de 
organizaciones, el saldo de liquidación patri­
monial no puede ser distribuido entre los 
miembros (asociación, comité) o fundadores o 
sus herederos (fundación), sino que ha de apli­
carse a otras instituciones de fines análogos o 
similares. 

4. Administración 

4.1 Gobierno interno (órganos sociales) 

De manera general, en el caso de la 
asociación, fundación y comité, el Código Civil 
establece una normatividad bastante flexible 
en cuanto al régimen de organización interna 
de tales entidades, desde que regula aspectos 
básicos vinculados a este tema. 
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La asociación 

Se establece dos órganos mínimos y de 
carácter obligatorio que son la Asamblea Gene­
ral de Asociados y el Consejo Directivo. De 
este modo, el estatuto puede establecer adicio­
nalmente otros órganos sociales (comités eje­
cutivos, consultores, asesores o similares), así 
como el régimen de representación legal. 

La Asamblea General de Asociados, 
por definición legal (Art. 84 del Código Civil), 
es el órgano supremo de la asociación; el cual 
está integrado por la totalidad de asociados 
hábiles. Todos y cada uno de los asociados 
tienen derecho sólo a un voto (Art. 88 del Có­
digo Civil), de modo tal que no se puede esta­
blecer asociados con más votos ni tampoco 
asociados con derecho a voz aunque sin voto. 
Constituye competencia exclusiva -y, por tan­
to, indelegable- de la Asamblea General los 
siguientes acuerdos: elección de integrantes del 
Consejo Directivo, aprobación de cuentas y 
balances, modificación del estatuto y disolu­
ción social (Art. 86 del Código Civil). 

Asimismo, con relación al funciona­
miento de la Asamblea General, el Código 
Civil (Art. 87) establece los quórum mínimos 
(el estatuto puede establecer mayorías más 
elevadas) de carácter obligatorio para la adop­
ción de acuerdos sociales. De manera general 
se requiere, en primera convocatoria, la concu­
rrencia de más de la mitad de los asociados; en 
segunda convocatoria, basta la presencia de 
cualquier número de asociados. En ambos 
casos, los acuerdos se adoptan con el voto de 
más de la mitad de los asociados concurrentes. 
Para modificar el estatuto o para disolver la 
asociación se requiere, en primera convocato­
ria, la asistencia de más de la mitad de los aso­
ciados y los acuerdos se adoptan con el voto de 
más de la mitad de los miembros concurrentes; 
en segunda convocatoria, los acuerdos se 
adoptan con los asociados que asistan y que 
representen no menos de la décima parte. 

En cuanto al Consejo Directivo, el 
Código Civil no lo regula de manera específi­
ca: no establece la forma de composición del 
mismo (tan sólo establece la existencia de un 
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Presidente del Consejo Directivo y que sus 
miembros son elegidos por la Asamblea Ge­
neral), facultades, período de mandato, régi­
men de funcionamiento (quórum de asisten­
cia y votación, frecuencia de sesiones, entre 
otros). Por tanto, el estatuto de la asociación 
puede establecer libremente el régimen de 
este órgano social. Sin embargo, el Código 
Civil determina la responsabilidad de las 
personas que desempeñen cargos directivos 
en una asociación, con excepción de aquellos 
directores que no hayan participado del acto 
causante del daño o que hubiesen dejado 
constancia de su oposición. 

La fundación 

En principio, cabe destacar que el o los 
fundadores no integran ningún órgano social 
de la fundación; pudiendo participar al interior 
de la misma, pero en condición de administra­
dores9. Por otra parte, el Código Civil del Perú 
no establece ningún órgano social en particu­
lar, regulando de manera flexible y genérica la 
existencia de 'administradores', sin indicar una 
denominación precisa del órgano que los inte­
gra ni su régimen de funcionamiento ni perío­
do de mandato. Tampoco regula las funciones 
que les corresponde, interpretándose que les 
compete aquellas decisiones referidas a la ges­
tión ordinaria de una fundación. De este modo, 
la aprobación de cuentas y balances, actos de 
disposición y gravamen de bienes que no son 
objeto de operaciones ordinarias de la funda­
ción, modificación del estatuto, están sujetos a 
la aprobación del Consuf. 

En cuanto a la elección de los admi­
nistradores, éstos pueden ser designados por el 
fundador en el acto de constitución social o, en 
su defecto, por el Consuf; el que también pue­
de sustituirlos si no se hubiese previsto en el 
acto constitutivo, la forma o modo de reempla­
zarlos. Cabe destacar que con fecha 20 de junio 
de 1997, se promulgó la Ley No. 26813 (modi­
ficatoria del Art. 104 del Código Civil) que 
incorpora la prohibición que el Consejo de 
Supervigilancia de Fundaciones nombre como 
administradores a los beneficiarios o los repre-
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~tantes de las instituciones beneficiarias de 
una fundación. 

De manera general, los administrado­
res están sujetos al control del Consuf, entidad 
-1ue puede disponer las auditorías (contables, 
de gestión) que considere necesarias en cual­
quier momento; e incluso, puede iniciar acción 
-udicial de responsabilidad contra los admi­
:Ustradores que no cumplan con presentar las 
cuentas y balances anuales de la fundación o si 
éstos fueron desaprobados, y en cualquier otro 
caso de incumplimiento de sus deberes (Art. 
106 del Código Civil). 

El comité 

El Código Civil establece como órga­
nos mínimos a la Asamblea General y el Con­
sejo Directivo, pudiendo establecerse otros 
órganos de carácter consultivo, ejecutivo, entre 
otros, al igual que en el caso de la asociación. 

A la Asamblea General compete de 
manera exclusiva la elección de los miembros 
del Consejo Directivo; puede además modifi­
car el estatuto, acordar la disolución del comité 
y adoptar cualquier otra decisión que no sea de 
competencia de otros órganos. En cuanto al 
:-égimen de aprobación de cuentas y balances, 
éste se encuentra bajo la fiscalización del Mi­
nisterio Público, desde que el comité tiene por 
objeto la recaudación pública de los aportes. 
.-\simismo, el Código indica que le serán apli­
cables al comité las normas sobre el cómputo 
de quórum y votación (incluyendo el hecho 
que a cada miembro le corresponde sólo un 
\·oto) aplicables a la asociación. 

En cuanto al Consejo Directivo, éste es 
definido por el Código Civil como el órgano 
encargado de la gestión del comité, pero no 
regula los aspectos vinculados con sus funcio­
nes específicas, integración (tan sólo que son 
elegidos por la Asamblea General), período de 
mandato, régimen de funcionamiento (sobre 
este aspecto tan sólo establece que es convoca­
do por quien lo presida en los casos previstos 
en el estatuto o cuando lo solicite cualquiera de 
los miembros integrantes del Consejo Directivo 
o la décima parte de los miembros del comité). 

De manera general, los miembros del Consejo 
Directivo son responsables solidariamente (ello 
implica de manera personal) de la conserva­
ción y debida aplicación de los aportes recau­
dados a la finalidad anunciada, estando bajo la 
vigilancia del Ministerio Público entidad que 
puede, de ser el caso, solicitar la rendición de 
cuentas, sin perjuicio de la acción civil o penal 
a que haya lugar. Cumplida la finalidad pro­
puesta o si ella no se ha podido alcanzar, el 
Consejo Directivo procede a la disolución y 
liquidación del comité, presentando al Ministe­
rio Público, copia de los estados finales de las 
cuentas (Art. 121 del Código Civil). 

En cuanto al régimen de representa­
ción legal, el Código Civil tan sólo indica que 
se debe designar el funcionario que ha de ejer­
cer dicha representación; pudiendo establecer­
se libremente en el estatuto la denominación 
de tal representante legal, así como las faculta­
des específicas que comprenden dicha repre­
sentación legal. 

Finalmente, cabe destacar que el régi­
men de organización interna de un comité no 
involucra la participación de los aportantes ni 
de los beneficiarios (terceros), de la finalidad 
altruista que debe tener, por disposición legal, 
el comité. 

4.2 Restricciones a beneficios personales: 
percepción de retribuciones, conflictos 
de interés 

No existe una regulación específica 
que establezca limitaciones o restricciones a los 
beneficios personales de los fundadores, 
miembros, directores y, en general, quienes 
ocupen cargos directivos en una organización 
no lucrativa. 

En el caso de la asociación y el comité, 
por su naturaleza no lucrativa, no cabe el re­
parto directo o indirecto de los excedentes y, 
en general, de sus ingresos entre sus miem­
bros. Al respecto, no existe impedimento legal 
en que los asociados o miembros ocupen car­
gos directivos retribuidos; sin embargo, se 
deberá tener presente que tal retribución no 
puede implicar un reparto indirecto de los 
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recursos de la organización. En efecto, en la 
medida en que los asociados desempeñen 
efectivamente cargos administrativos o traba­
jen en la asociación, no existe impedimento 
para que perciban una retribución por el de­
sempeño de tal labor; la cual será fijada (como 
en cualquier otro contrato de trabajo o de ser­
vicios) por las reglas de mercado y los acuer­
dos que libremente negocien las partes. 

En el caso de la fundación, si bien los 
administradores pueden percibir una retribu­
ción por el ejercicio de su cargo, se debe tener 
en cuenta que existe control de parte del Esta­
do, ya que el Consuf aprueba las cuentas y 
balances de una fundación y puede disponer, 
en cualquier momento, la realización de audi­
torías e investigaciones en general. 

En cuanto a la regulación de conflictos 
de intereses, en el caso de la asociación y el 
comité no existe un tratamiento legal determi­
nado sobre el particular, pudiendo regularse 
tales situaciones según se estime conveniente 
en el estatuto, sin perjuicio de la aplicación de 
las normas sobre responsabilidad que corres­
pondan. En el caso específico de la fundación, 
se prohibe expresamente que los administra­
dores, así como sus parientes hasta el cuarto 
grado de consanguinidad y segundo de afini­
dad, puedan celebrar contratos con la funda­
ción, salvo autorización expresa del Consuf; 
haciéndose extensiva tal prohibición a las per­
sonas jurídicas de las cuales sean socios, tanto 
los administradores de la fundación como sus 
parientes en los grados indicados (Art. 107 del 
Código Civil). 

4.3 Responsabilidad por el ejercicio de 
cargos directivos 

En Perú no se encuentra regulado le­
galmente estándares, patrones de conducta o 
deberes específicos de responsabilidad (lealtad, 
obediencia, entre otros) respecto de la actua­
ción de los directores o administradores de una 
organización no lucrativa. Al respecto, se apli­
can las normas generales de responsabilidad 
conforme a las reglas de la representación civil. 

ARTÍCULOS 

No obstante, sobre este tema, merecen 
destacarse los siguientes aspectos específicos 
de acuerdo al tipo legal de organización no 
lucrativa: 

a. En el caso de la asoCiaciOn civil, los 
miembros del Consejo Directivo están fi­
nalmente bajo la 'supervisión' de la 
Asamblea General de Asociados, en su 
condición de órgano supremo de la aso­
ciación. Dicha Asamblea General es la 
que aprueba las cuentas y balances de la 
asociación, que en la práctica le son pre­
sentados por el Consejo Directivo; puede 
remover (total o parcialmente) a los 
miembros del Consejo Directivo, en caso 
de no estar de acuerdo con su gestión; y, 
de ser el caso, puede iniciar acción de 
responsabilidad contra los directivos por 
mala gestión (Art. 93 del Código Civil). 

b. En el caso de la fundación, los adminis­
tradores están sujetos al control del Con­
suf, entidad que puede hacer efectiva la 
responsabilidad de los administradores a 
través de su remoción, determinación de 
auditorías y 1 o investigaciones o solicitar 
judicialmente la declaratoria de respon­
sabilidad a su cargo. 

c. En el caso del comité, sí se establece de 
manera especial la responsabilidad per­
sonal (de carácter solidaria) de los miem­
bros del Consejo Directivo respecto de la 
conservación y debida aplicación de los 
aportes recaudados a la finalidad anun­
ciada (Art. 118 del Código Civil). Adicio­
nalmente, según lo indicado, están sujetos 
a la vigilancia del Ministerio Público, en­
tidad que puede actuar de oficio o a ins­
tancia de parte (sobre la base de denun­
cias formuladas por terceros, en caso de 
irregularidades en la actividad del comi­
té), con el fin que los aportes recaudados 
se conserven y se apliquen a la finalidad 
propuesta y, de ser el caso, puede solici­
tar la rendición de cuentas, sin perjuicio 
de la acción civil o penal a que haya lugar 
(Art. 119 del Código Civil). 
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5. Tratamiento tributario 

En términos generales, no existe una 
legislación unificada en materia tributaria que 
regule a las organizaciones no lucrativas; de­
biéndose analizar cada tributo en particular. 

Por otra parte, en Perú, toda persona 
jurídica (independientemente de su finalidad 
lucrativa o no lucrativa) que conforme a las 
leyes vigentes sea contribuyente y 1 o respon­
sable de aquellos tributos que administra la 
Superintendencia Nacional de Administración 
Tributaria-Sunat (tributos de alcance nacional), 
se encuentra en la obligación de inscribirse en 
el Registro Único de Contribuyentes (RUC), a 
cargo de dicha entidad. 

5.1 Tributos de alcance nacional 

Impuesto a la renta 

Dicho impuesto se encuentra regulado 
de manera general por el Decreto Legislativo 
No. 774 (Ley del Impuesto a la Renta). Sin 
embargo, el Decreto Legislativo No. 882 (pu­
blicado en noviembre de 1996) establece un 
régimen especial tributario en materia de ins­
tituciones educativas10• 

Conforme a las normas legales citadas, 
en el nivel de las organizaciones no lucrativas 
existe un tratamiento preferencial de acuerdo 
con el tipo legal (asociación o fundación) y el 
cumplimiento de determinados objetivos, se­
gún se indica a continuación: 

a. Inafectación (Art. 18, inciso e, del Decre­
to Legislativo No. 774): Se encuentran 
inafectas del impuesto a la renta, las fun­
daciones legalmente establecidas cuyo 
instrumento de constitución comprenda 
exclusivamente alguno o varios de los si­
guientes fines: cultura, investigación su­
perior, beneficencia, asistencia social y 
hospitalaria y beneficios sociales para los 
servidores de las empresas11• 

b. Exoneración (Art. 19, inciso b, del Decre­
to Legislativo No. 774): Se encuentran 
exoneradas del impuesto a la renta, hasta 

el 31 de diciembre del 2000, las rentas 
destinadas a sus fines específicos en el 
país de fundaciones afectas y de asocia­
ciones legalmente autorizadas de benefi­
cencia, asistencia social, educación, cultu­
rales, científicas, artísticas, literarias, de­
portivas, políticas, profesionales, gremia­
les, de vivienda y otras de fines similares; 
siempre que en sus estatutos esté previsto 
en forma expresa que los asociados no se 
distribuyan directa o indirectamente las 
rentas generadas por la asociación y que 
su patrimonio se destinará, en caso de di­
solución, a cualquiera de los fines antes 
indicados. 

Cabe destacar que el Decreto Legislati­
vo No. 882 dejó sin efecto todas las inafectacio­
nes, exoneraciones u otros beneficios concedi­
dos con carácter general en favor de centros 
educativos y culturales respecto del impuesto a 
la renta, con excepción de aquellas entidades 
que forman parte de la Iglesia Católica. 

Para acreditar la inafectación y exone­
ración antes indicada, dichas entidades debe­
rán solicitar su inscripción en el Registro de 
Entidades inafectas y exoneradas del impuesto 

12 
a la renta, a cargo de la Sunat . 

Para efectos de otorgar el régimen de 
exoneración antes indicado, no se distingue el 
tipo de rentas obtenidas; esto es, si las mismas 
provienen o no de actividades comerciales o 
empresariales. En este sentido, lo determinante 
no es la naturaleza de los ingresos generados, 
sino el destino de los mismos a los fines pre­
vistos en la Ley del Impuesto a la Renta (Re­
solución del Tribunal Fiscal No. 5433 de fecha 
23 de julio de 1970). No obstante, el Decreto 
Legislativo No. 882, recientemente promulga­
do, ha incorporado que la verificación por la 
Sunat del incumplimiento de cualesquiera de 
los requisitos para gozar del régimen de ina­
fectación o exoneración, por parte de las aso­
ciaciones y fundaciones según lo indicado, 
dará lugar a presumir, sin admitir prueba en 
contrario, que la totalidad de las rentas perci­
bidas han estado gravadas con el impuesto a la 
renta por los ejercicios gravables no prescritos, 
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aplicándose las sanciones establecidas en el 
Código Tributario. 

Por otra parte, el régimen de exonera­
ción antes indicado, no excluye el cumpli­
miento de las obligaciones tributarias formales 
previstas en la legislación, tales como la obliga­
ción de presentar declaraciones juradas, así 
como otras comunicaciones formales. 

De manera especial debemos indicar 
que, a partir de la expedición del Decreto Le­
gislativo No. 882, se ha establecido un régimen 
especial para las instituciones educativas par­
ticulares, cuyos principales aspectos son los 
siguientes: 

a. Dichas instituciones han quedado incor­
poradas de manera general al régimen 
del impuesto a la renta, considerándose 
sus ingresos como rentas de tercera cate­
goría (tasa del30% sobre la renta neta). 

b. Las instituciones educativas particulares 
que reinviertan total o parcialmente su 
renta reinvertible en sí mismas o en otras 
instituciones educativas particulares, 
constituidas en el país, tendrán derecho a 
un crédito tributario por reinversión 
equivalente al30% del monto reinvertido. 
La reinversión sólo podrá realizarse en 
infraestructura y equipamiento didácti­
cos, exclusivos para los fines educativos y 
de investigación, así como para becas de 
estudios. 

c. Se establece el régimen de exoneración 
del impuesto a la renta (hasta el 31 de 
diciembre del 2000) respecto de las uni­
versidades privadas, constituidas como 
personas jurídicas de derecho privado 
sin fines de lucro al amparo de la Ley 
Universitaria (Ley No. 23733); asimis­
mo, no se ha derogado el régimen de 
exoneración (hasta el 31 de diciembre 
del 2000) para organizaciones no lucra­
tivas de carácter educativo que cumplan 
con los requisitos establecidos en el 
Art. 19, inciso b, del Decreto Legislativo 
No. 774 (Ley del Impuesto a la Renta) 
anteriormente citado. 

ARTÍCULOS 

Finalmente, si bien determinadas or­
ganizaciones no lucrativas pueden acceder al 
régimen de exoneración señalado, el mismo no 
alcanza a la obligación de realizar las retencio­
nes por concepto de este impuesto respecto de 
las remuneraciones que paguen a sus trabaja­
dores (renta de quinta categoría), así como las 
retenciones correspondientes a las retribucio­
nes a profesionales independientes (renta de 
cuarta categoría). 

Impuesto general a las ventas (IGV) 

Dicho impuesto se encuentra regulado 
de manera general por el Decreto Legislativo 
No. 821 (Ley del Impuesto General a las Ventas 
e Impuesto Selectivo al Consumo). Adicional­
mente, el Decreto Legislativo No. 882 ha intro­
ducido determinadas modificaciones respecto 
de las instituciones educativas particulares y 
entidades culturales. 

El IGV grava la venta en el país e im­
portación de bienes muebles13, la prestación o 
utilización de servicios en el país, los ingresos 
derivados de la actividad de construcción y la 
primera venta de inmueble realizada por el 
constructor. A manera de ejemplo, podemos 
indicar que la actividad de suministro de in­
formación, venta de publicaciones, asesorías y 
consultorías, seminarios y otras actividades 
similares, en la medida en que sean prestados 
en el país, se encontrarán gravados con el IGV. 
La tasa total del impuesto es actualmente 18% 
(16% por IGV y 2% por el Impuesto de Promo­
ción Municipal-IPM). 

La aplicación del IGV es independiente 
del carácter lucrativo o no lucrativo de la enti­
dad. Por tanto, de manera general, una organi­
zación no lucrativa que efectúe operaciones 
comprendidas dentro del ámbito del IGV será 
considerada contribuyente del mismo. Sin 
embargo, en caso de personas que no realicen 
actividad empresarial (como podría ser una 
organización no lucrativa, en la medida en que 
no ejecute este tipo de actividades), pero que 
realicen operaciones comprendidas dentro del 
ámbito de aplicación del impuesto, serán con-
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sideradas corno sujetos del mismo, en tanto 
sean habituales en dichas operaciones. Para 
efectos de calificar la habitualidad, la Sunat 
considerará la naturaleza, monto o frecuencia 
de las operaciones. 

Cabe destacar que el Decreto Legislati­
vo No. 882 ha derogado expresamente todas 
las inafectaciones, exoneraciones u otros bene­
ficios concedidos con carácter general respecto 
del IGV en favor de centros educativos y cultu­
rales, con exclusión de aquellas entidades que 
forman parte de la Iglesia Católica. 

Sin embargo, no se encuentran grava­
dos con el IGV, la transferencia o importación 
de bienes y la prestación de servicios en el país 
que efectúen las instituciones educativas parti­
culares exclusivamente para sus fines propios. 
Tampoco se encuentran gravadas con dicho 
impuesto, entre otros supuestos, la transferen­
cia o importación de bienes y la prestación de 
servicios, autorizada por Resolución Suprema, 
que efectúen para sus fines propios las institu­
ciones culturales o deportivas a que se refiere 
el Art. 18, inciso e, de la Ley del Impuesto a la 
Renta (fundaciones que cumplan determina­
dos requisitos: ver la subsección referida al 
impuesto a la renta) y el Art. 19, inciso b, de la 
misma ley (fundaciones afectas y asociaciones 
que cumplan con determinados requisitos: 
ver la subsección referida al impuesto a la 
renta), las que deberán contar con la califica­
ción del Instituto Nacional de Cultura (INC) 
o del Instituto Nacional del Deporte, según 

14 
corresponda . 

Adicionalmente, la inafectación res­
pecto de la transferencia de bienes y prestación 
de servicios se aplicará por el tiempo que dure 
la calificación otorgada por el INC o el Insti­
tuto Nacional del Deporte. Tratándose de im­
portaciones deberá solicitarse la autorización 
mediante Resolución Suprema, cada vez que 
éstas se realicen. 

De manera general, respecto del IGV, 
los contribuyentes del impuesto deberán cum­
plir con las siguientes obligaciones formales: 
emitir comprobantes de pago por las operacio­
nes que realicen; presentar declaración jurada 
mensual (aún cuando no se haya realizado 

operaciones en el mes que se liquida) y pagar 
el impuesto, de ser el caso; llevar Registro de 
Compras y Registro de Ventas, en donde que­
darán anotadas las operaciones sujetas al ám­
bito de aplicación del impuesto. 

Derechos arancelarios 

Estos impuestos gravan la importación 
de bienes, con tasas del 12 o 20%, aplicadas 
sobre el valor CIF de los mismos, de acuerdo al 
bien a importar. 

Mediante Decreto Legislativo No. 882 
se estableció que las instituciones educativas 
particulares están inafectas del pago de dere­
chos arancelarios, correspondientes a la im­
portación de bienes que efectúen exclusiva­
mente para sus fines propios. 

5.2 Tributos de alcance local 

Los tributos de alcance local se en­
cuentran regulados de manera general por el 
Decreto Legislativo No. 776 (Ley de Tributa­
ción Municipal). Dichos tributos son adminis­
trados y recaudados por las municipalidades 
provinciales y distritales, según corresponda 
en cada caso, siendo los principales tributos los 
siguientes: impuesto al patrimonio vehicular 
(provincial), grava anualmente la propiedad de 
los vehículos automotores comprados en el país 
o importados con una antigüedad de 3 años; 
impuesto predial (distrital), grava anualmente 
la propiedad de inmuebles; licencia de funcio­
namiento (distrital), cuyo pago corresponde a 
toda persona natural o jurídica que opere un 
establecimiento industrial, comercial o de ser­
vicios y 1 o oficinas administrativas, esté o no 
abierto al público; arbitrios (distrital), gravan 
la prestación o el mantenimiento de servicios 
públicos (limpieza pública, parques y jardines, 
etc.) a favor de propietarios o poseedores de 
predios ubicados en el distrito. 

De manera general, respecto de tales 
tributos, el Decreto Legislativo No. 776 no 
establece un régimen de beneficios especiales 
en favor de organizaciones no lucrativas, tales 
corno asociaciones o fundaciones. 
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5.3 Régimen de devolución de impuestos 

Dicho régimen se encuentra regulado 
por el Decreto Legislativo No. 783. Conforme a 
dicho régimen, las organizaciones no lucrati­
vas de cooperación técnica internacional (na­
cionales o extranjeras) cuyos proyectos han 
sido aprobados por el Estado del Perú, pueden 
solicitar a la Sunat la devolución del IGV con­
signado en los comprobantes que respaldan la 
adquisición nacional de bienes y servicios. 

5.4 Tratamiento tributario a las donacio­
nes realizadas en favor de organiza­
ciones no lucrativas 

En este rubro nos referiremos al trata­
miento tributario aplicable a las donaciones 
que se realicen en favor de organizaciones no 
lucrativas nacionales, no existiendo en general 
distinción legal en función del tipo de donante. 
Para tal efecto, distinguiremos entre donacio­
nes locales (realizadas por personas o entida­
des en Perú, sean éstas entidades nacionales o 
extranjeras, con o sin fines de lucro) y donacio­
nes provenientes del exterior (importaciones 
de bienes donados). 

5.4.1 Donaciones locales 

Impuesto general a las ventas (IGV) 

La Ley del IGV, en principio, grava 
todas las transferencias de bienes muebles que 
se realicen en el país15, incluidas las donacio­
nes (consideradas retiro de bienes), siendo 
sujeto del impuesto el que efectúa la donación 
(donante), independientemente de que quien 
realice la donación sea una organización lucra­
tiva o no y 1 o se realice en favor de otra organi­
zación no lucrativa. Sin embargo, no estará 
gravado con el IGV, la donación de bienes 
muebles usados que efectúe una entidad que 
no realice actividad empresarial (lo cual para el 
caso de organizaciones no lucrativas se aplica­
rá en la medida en que éstas no realicen habi­
tualmente actividades de esta naturaleza, tales 

ARTÍCULOS 

como asesorías, otorgamiento de créditos, en­
tre otras). 

La base imponible sobre la cual se 
aplica la tasa del IGV (18%) será fijada de 
acuerdo con las operaciones onerosas efectua­
das por el donante con terceros, en su defecto 
se aplicará el valor de mercado16• El IGV que 
grava la donación no podrá ser trasladado al 
beneficiario de la misma, ni ser utilizado como 
costo o gasto del donante (ni del donatario). 

Impuesto a la renta 

Las donaciones y cualquier otro acto 
de liberalidad en dinero o en especie que 
efectúen personas perceptoras de rentas de 
cualquier categoría (sean personas naturales o 
empresas) en favor de organizaciones no lu­
crativas en general, no tienen un beneficio 
tributario especial en cuanto al impuesto a la 
renta. 

El tratamiento preferencial para dona­
ciones está limitado en favor de las siguientes 
organizaciones no lucrativas: 

a. Instituciones educativas particulares or­
ganizadas bajo formas no lucrativas, a 
que se refiere el Art. 19 de la Ley del Im­
puesto a la Renta (fundaciones afectas y 
asociaciones, según lo indicado en el tí­
tulo referido a dicha ley). 

b. Instituciones educativas públicas. 
c. Instituciones con fines culturales a que se 

refiere el Art. 18, inciso e, de la Ley del 
Impuesto a la Renta (fundaciones inafec­
tas) y el Art. 19, inciso b, de la misma ley 
(fundaciones afectas y asociaciones que 
cumplan con los requisitos indicados en 
dicha norma). 

El beneficio consiste en un crédito 
contra el impuesto a la renta, cuyo importe 
será el que resulte de aplicar la tasa media del 
contribuyente sobre los montos donados a las 
citadas entidades que en conjunto no excedan 
del 10% de su renta neta global o del 10% de 
las rentas netas de tercera categoría, luego de 
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efectuada la compensación de pérdidas co­
rrespondiente. 

Para gozar de este beneficio, tanto los 
donantes como los donatarios, deberán inscri­
birse en los registros administrativos especiales 
a cargo de la Sunat. 

Impuesto de alcabala 

Las donaciones de bienes inmuebles se 
encuentran gravadas con dicho impuesto, aun 
cuando se realicen en favor de organizaciones no 
lucrativas. Dicho impuesto es de cargo del re­
ceptor o beneficiario de la donación, con una 
tasa de 3%, calculado sobre el valor de autovalúo 
establecido por la municipalidad distrital co­
rrespondiente al lugar donde se ubica el inmue­
ble ajustado por el índice de precios al por ma­
yor (se encuentra exonerado el tramo de auto­
valúo comprendido por las primeras 25 Unida­
des Impositivas Tributarias-UIT vigentes para el 
ejercicio que se realiza la transferencia). 

5.4.2 Donaciones provenientes del exterior 

Impuesto general a las ventas (IGV) 

Conforme al régimen general de este 
impuesto, sólo se encuentran exoneradas la 
importación de bienes donados a entidades 
religiosas17• Dichos bienes no podrán ser trans­
feridos o cedidos durante el plazo de 4 años, 
contados desde la fecha de la numeración de la 
declaración de importación. En caso que se 
transfieran o cedan antes del plazo indicado, se 
deberá efectuar el pago de la deuda tributaria 
correspondiente. 

El contribuyente del IGV en la impor­
tación de donaciones es el importador, es decir, 
la organización no lucrativa consignataria de la 
donación (donatario). 

Derechos arancelarios 

La nueva Ley General de Aduanas 
(Decreto Legislativo No. 809, publicado con 
fecha 19 de abril de 1996) dispuso la elimina­
ción de toda exoneración del pago de derechos 

arancelarios, con excepción de aquellas otor­
gadas en virtud a Convenios o Tratados Inter­
nacionales suscritos por Perú; así como aque­
llas establecidas en los Decretos Legislativos 
No. 550 y 551 (referidos a importación de bie­
nes muebles y de consumo, adquisición de 
vehículos para uso de agentes diplomáticos, 
consulares y de organismos internacionales) y 
Ley No. 26117 (Ley de Servicio Diplomático de 
la República). 

En tal virtud, de acuerdo con la nueva 
Ley General de Aduanas, las asociaciones ya 
no gozan de un régimen preferencial respecto 
del pago de derechos arancelarios en la im­
portación de donaciones provenientes del exte­
rior, beneficio que les fuera concedido en vir­
tud del régimen del Decreto Ley No. 21942. 

En efecto, el Decreto Ley No. 21942 
estableció entre otros que las donaciones pro­
venientes del exterior, por concepto de coope­
ración técnica internacional y las consignadas a 
favor de instituciones privadas de carácter asis­
tencial o educacional debidamente inscritas en 
el registro de Donaciones a cargo de la Secreta­
ría Ejecutiva de Cooperación Técnica Interna­
cional (Secti) del Ministerio de la Presidencia, 
ingresarían al país libre del pago de derechos 
específicos y adicionales consolidados en el 
arancel de aduanas (derechos arancelarios). 

El único caso de inafectación de dere­
chos arancelarios, previsto en la actual Ley 
General de Aduanas, en favor de organizacio­
nes no lucrativas, es respecto de las donaciones 
efectuadas a favor de entidades religiosas y 
fundaciones legalmente establecidas, cuyo 
instrumento de constitución comprenda algu­
nos de los siguientes fines: educación, cultura, 
ciencia, beneficencia, asistencia social y hospi­
talaria. 

Cabe destacar que el obligado al pago 
de los derechos arancelarios es el importador. 

Régimen especial (donaciones a favor del Estado) 

Mediante Decreto Supremo No. 099-
96-EF, se precisa que la importación de dona­
ciones que cumplan con determinados requi­
sitos para ser calificadas como donaciones a 
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favor del Estado, estarán inafectas de la totali­
dad de tributos a la importación18• 

Para tal efecto se dispone que gozarán 
del beneficio de inafectación de tributos a la 
importación, las donaciones orientadas a la 
ejecución de proyectos de asistencia social 
(debidamente oficializados ante el Gobierno 
Peruano) efectuadas por Gobiernos extranjeros 
u organismos internacionales a favor de enti­
dades de cooperación técnica internacional, 
extranjeras (Eniex) o nacionales (ONGD­
PERU), e instituciones privadas sin fines de 
lucro registradas ante el Registro de Donacio­
nes del Ministerio de la Presidencia. 

En este caso, se deberá tramitar una 
Resolución Suprema de aprobación de la do­
nación (expedida por el Sector correspondien­
te), la que deberá señalar expresamente la 
aceptación de la donación en nombre del Go­
bierno Peruano. 

Posteriormente, mediante Decreto 
Supremo No. 155-97-EF (publicado el 22 de 
noviembre de 1997), se incluyó dentro del pre­
sente régimen especial a las donaciones efec­
tuadas por personas o entidades públicas o 
privadas establecidas en el exterior, orientadas 
a proyectos de asistencia social, a ser ejecuta­
dos por instituciones privadas sin fines de 
lucro, receptoras de donaciones de carácter 
asistencial o educacionales registradas ante el 
Secti, siempre que en la resolución de aproba­
ción conste expresamente la aceptación de la 
donación a nombre del Gobierno Peruano. 

6. Control del Estado y fiscalización 
pública 

6.1 Obligación de presentar información 
y acceso público 

En Perú, la información libremente 
disponible sobre organizaciones no lucrativas 
es la que se encuentra inscrita en los Registros 
Públicos (lo cual supone que estas organiza­
ciones se hayan constituido como persona 
jurídica: asociación, fundación o comité). Los 
actos y 1 o decisiones que se inscriben en los 
Registros Públicos están referidos a la modifi-
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cacton (total o parcial) del estatuto, designa­
ción de miembros del Consejo Directivo y re­
presentantes legales o especiales, disolución y 
extinción social; dichos actos se inscriben en la 
partida registra! de la organización ( determi­
nada por el lugar de su domicilio) y de manera 
adicional, en el caso de representantes legales o 
especiales que actúan fuera del domicilio de la 
organización, en el Registro Público del lugar 
donde se va a ejercer el poder. 

Con relación a la información de ca­
rácter económico (cuentas y balances, presu­
puestos, provisión de fondos), no existe obli­
gatoriedad de inscribirla en los Registros Pú­
blicos al no ser considerado en Perú un acto 
sujeto a inscripción. 

En el nivel de la administración tribu­
taria, las organizaciones no lucrativas (aun 
cuando se encuentren exoneradas del im­
puesto a la renta) están obligadas a presentar 
las declaraciones juradas correspondientes al 
impuesto a la renta y al impuesto general a las 
ventas, las cuales no son de acceso al público. 
Igualmente, si son propietarias de inmuebles 
tienen que presentar anualmente la Declara­
ción Jurada de Autoavalúo de dicho bien, el 
cual consigna el valor del mismo, de acuerdo a 
los aranceles oficiales correspondientes y ca­
racterísticas del inmueble. 

De manera especial sobre este tema, 
merece destacarse lo siguiente: 

a. La fundación debe presentar sus cuentas 
y balances (para aprobación), sus planes y 
presupuesto anual al Consuf, a fin de que 
éste cautele el adecuado uso de los recur­
sos y funcionamiento de dicha entidad al 
cumplimiento de los intereses sociales 
instituidos por el fundador. Dicha infor­
mación no es de acceso al público. 

b. Las organizaciones no gubernamentales 
de desarrollo-ONG's, que realizan labores 
de cooperación técnica internacional (le­
galmente asociaciones o fundaciones) ins­
critas en el registro administrativo espe­
cial existente en el Ministerio de la Presi­
dencia (Registro de ONGD-PERU), tienen 
la obligación de presentar información 
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sobre sus actividades, fuentes de finan­
ciamiento, aplicación de recursos. Tal in­
formación no es de libre acceso al público. 

6.2 Supervisión del Estado a las activida­
des de las organizaciones no lucrativas 

De acuerdo con el tipo legal corres­
pondiente, existe una mayor o menor supervi­
sión por parte del Estado. No obstante, de 
manera general, existe un control a posteriori 
del Estado, el cual puede solicitar al Poder 
Judicial la disolución forzosa de una organiza­
ción no lucrativa cuyos fines o actividades sean 
contrarios al orden público o las buenas cos­
tumbres; siguiéndose para tal efecto el proceso 
correspondiente. 

A continuación pasamos a indicar 
algunas características especiales de la supervi­
sión del Estado, de acuerdo con el tipo legal 
pertinente: 

a. La asociación. De manera general, las 
actividades de una asociación están regi­
das por sus órganos sociales conforme a 
su competencia y, finalmente, están suje­
tas a la fiscalización del órgano supremo 
que es la Asamblea General, el cual puede 
remover a los directivos, disponer la reali­
zación de auditorías o investigaciones, 
entre otras actividades similares. Por tan­
to, no existe una supervisión o fiscaliza­
ción directa por parte del Estado a las ac­
tividades que realiza una asociación civil. 
No obstante, cabe destacar que en el últi­
mo tiempo, a efectos de verificar que la 
actividad crediticia que realizan determi­
nadas asociaciones (especialmente ONG's) 
no constituye intermediación financiera, 
la Superintendencia de Banca y Seguros 
ha requerido en determinadas oportuni­
dades información o ha realizado visitas a 
tales instituciones, en virtud de la atribu­
ción conferida en la nueva Ley General del 
Sistema Financiero (Ley No. 26702) referi­
da a "fiscalizar a personas naturales o ju­
rídicas que realicen colocación de fondos 
en el país" (Art. 349, inciso 4). 

b. 

c. 

d. 

La fundación. En atención a su naturale­
za, la fundación se encuentra sometida a 
la supervisión y control directo del Con­
sejo de Supervigilancia de Fundaciones, a 
través de diferentes mecanismos, tales 
como la aprobación de cuentas y balan­
ces; presentación de planes y presupuesto 
anual; autorización de actos de disposi­
ción y gravamen no ordinarios; realiza­
ción de auditorías contables o de gestión; 
aprobación de modificación de estatutos. 
El comité. Considerando que el comité se 
dedica a la recaudación pública de apor­
tes que deben ser destinados a una finali­
dad altruista, se establece que el Ministe­
rio Público vigila, de oficio o a instancia 
de parte, que los aportes recaudados se 
conserven y se destinen a la finalidad 
propuesta; pudiendo, de ser el caso, soli­
citar la rendición de cuentas. 
Organizaciones no Gubernamentales de 
Desarrollo (ONG's): Adicionalmente a la 
presentación de información requerida 
por la Secretaría Ejecutiva de Coopera­
ción Técnica Intemacional-Secti, esta en­
tidad ha venido realizando visitas a los 
proyectos y 1 o programas de las indica­
das ONG's, a fin de verificar el cumpli­
miento de los objetivos trazados y la apli­
cación de fondos provenientes de la coo­
peración técnica internacional. Normal­
mente, a propósito de la renovación de su 
inscripción en el registro de ONG's que 
lleva la Secti. 

6.3. Actividades de fiscalización de la 
administración tributaria respecto de 
organizaciones no lucrativas 

En la actualidad, de acuerdo a la políti­
ca fiscal del actual gobierno, la administración 
tributaria (Sunat) viene realizando un segui­
miento y una fiscalización más cercano y es­
tricto respecto de las actividades que ejecutan 
los contribuyentes en general, incluyendo a las 
organizaciones no lucrativas. En este sentido, 
en los últimos tiempos, se vienen realizando 
fiscalizaciones sobre el cumplimiento de las 
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obligaciones tributarias, tanto de carácter sus­
tantivo como formal, respecto de tales organi­
zaciones. En el primer caso, fundamentalmente 
con relación al pago y correcta aplicación del 
crédito fiscal del IGV, donde no existe un tra­
tamiento preferencial en favor de las organiza­
ciones no lucrativas en general; así como, el 
pago de retenciones en favor del personal que 
contratan (rentas de cuarta categoría: consulto­
res, y de quinta categoría: empleados). En el 
segundo caso (obligaciones formales) se verifi­
ca la inscripción y 1 o actualización de datos en 
el RUC, la emisión de comprobantes de pagos, 
la presentación de declaraciones juradas, el 
mantenimiento de libros contables de manera 
adecuada. 

7. 

7.1 

Régimen especial de cooperación 
técnica internacional (cooperación 
para el desarrollo) 

Marco general 

En Perú, el marco legal vigente en 
materia de cooperación internacional está 
constituido básicamente por el Decreto Legis­
lativo No. 719: Ley de Cooperación Técnica 
Internacional (promulgado el 8 de noviembre 
de 1991) y su Reglamento, aprobado por De­
creto Supremo No. 015-92-CM (promulgado el 
29 de enero de 1992). 

Los citados dispositivos definen a la 
cooperación técnica internacional como el me­
dio por el cual, Perú recibe, transfiere o inter­
cambia recursos humanos, bienes, servicios, 
capitales y tecnología de fuentes cooperantes 
externas, cuyo objetivo es complementar y 
contribuir a los esfuerzos nacionales en materia 
de desarrollo, destinados principalmente a 
apoyar la ejecución de actividades y proyectos 
prioritarios para el desarrollo del país, en espe­
cial en los espacios socio-económicos de mayor 
pobreza y marginación; así como, un meca­
nismo para acceder a conocimientos científicos. 

Por otra parte, las modalidades de 
cooperación técnica internacional previstas 
legalmente son: asesoramiento, capacitación, 
servicios de voluntarios, donaciones, fondos de 
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contravalor. Sin embargo, no existe impedi­
mento legal -y así viene sucediendo en la prác­
tica- en utilizar otras modalidades, tales como 
préstamos, financiamiento institucional, co­
financiamiento, entre otros. 

Nuestra legislación señala expresa­
mente, como sujetos de la cooperación interna­
cional, a los gobiernos extranjeros, organismos 
internacionales, Entidades e Instituciones Ex­
tranjeras de Cooperación Técnica Internacional 
(Eniex) y Organizaciones no Gubernamentales 
de Desarrollo Receptoras de Cooperación T éc­
nica Internacional (ONGD-PERU). 

7.2 Las ONGD-PERU 

Las ONGD-PERU son personas jurídi­
cas constituidas en el país bajo cualquiera de 
los tipos legales de organización de carácter no 
lucrativo, utilizándose fundamentalmente la 
figura de la asociación y, en menor medida, de 
la fundación. 

De este modo sus miembros tienen la 
condición formal de asociados, aunque en la rea­
lidad cumplen más bien un rol de promotores; 
sus órganos sociales básicos son los de la asocia­
ción común: Asamblea General de Asociados y 
Consejo Directivo, aunque su dinámica de fun­
cionamiento responda a otra realidad organizati­
va en función a programas y 1 o proyectos. 

Si bien tales organizaciones no consti­
tuyen un tipo especial de persona jurídica, el 
elemento que las caracteriza, en el ámbito no 
lucrativo, es realizar acciones para el desarrollo 
nacional, a través de actividades y 1 o acciones 
de cooperación técnica internacional. 

Estas organizaciones se inscriben en el 
Registro de Organizaciones No Gubernamen­
tales de Desarrollo Receptoras de Cooperación 
Técnica Internacional (ONGD-PERU), a cargo 
de la Secretaria Ejecutiva de Cooperación Téc­
nica Internacional del Ministerio de la Presi­
dencia-Secti. 

Dicho Registro tiene una vigencia de 
dos años renovables por períodos similares y 
se establece con carácter constitutivo. Sin em­
bargo, se interpreta que la inscripción en el 
mismo resulta obligatoria únicamente para 
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efectos de canalizar la cooperación técnica 
internacional a través de instancias estatales. 
No obstante, la inscripción en dicho registro sí 
resulta necesaria para acceder al régimen de 
devolución de impuestos pagado en las adqui­
siciones de bienes y servicios a que se refiere el 
Decreto Legislativo No. 783. 

Las ONGD-PERU, en virtud a su ins­
cripción en el referido registro, adquieren las 
siguientes obligaciones: a) desarrollar progra­
mas o proyectos en las áreas prioritarias seña­
ladas por los planes de desarrollo, en sus dife­
rentes niveles, en el corto y mediano plazo; b) 
desarrollar mecanismos para la participación 
de la población objetivo en la identificación, 
diseño de objetivos, aprobación y conocí­
miento de los proyectos que ejecuten; e) esta­
blecer niveles de coordinación con los orga­
nismos responsables del manejo de la coopera­
ción técnica internacional; d) presentar, en el 
mes de enero de cada año, al Ministerio de la 
Presidencia, la información pertinente sobre la 
ejecución y 1 o finalización de los proyectos y 1 o 
programas en los que cooperó el año anterior, 
el Plan Anual de Actividades para el año ini­
ciado y cualquier modificación de la nómina 
del Consejo Directivo y 1 o domicilio legal. 

7.3 Las Eniex 

Las Eniex's son personas jurídicas 
constituidas en el extranjero; las cuales apoyan, 
financian o ejecutan convenios y programas de 
desarrollo o actividades a través de la coopera­
ción técnica internacional, en forma habitual o 
eventual en el país. 

El registro administrativo especial don­
de se inscriben las Eniex es conducido por el 
Ministerio de Relaciones Exteriores y se deno­
mina "Registro de Entidades e Instituciones de 
Cooperación Técnica Internacional" (Eniex), el 
mismo que les brinda respaldo legal permitién­
doles un régimen especial. Dicho registro tiene 
una vigencia de dos años, pudiendo ser reno­
\'ado por períodos similares. 

Por otra parte, las normas de coopera­
ción técnica internacional establecen que dicho 

registro tiene carácter constitutivo, para efectos 
de operar en el territorio nacional, debiéndose 
entender que es respecto de actividades de 
cooperación técnica internacional y no como 
un reconocimiento de personalidad jurídica a 
nivel civil; por tratarse de un registro adminis­
trativo. En efecto, a fin que una Eniex pueda 
solicitar su inscripción en el registro adminis­
trativo a cargo del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, debe inscribir, previamente, el re­
conocimiento de su personalidad jurídica civil 
en los Registros Públicos del Perú. 

En este sentido, en el nivel civil, les 
resulta aplicable lo dispuesto en el Art. 2073 
del Código Civil Peruano, el cual establece 
que: "la existencia y capacidad de las personas 
jurídicas de derecho privado se rigen por la ley 
del país en que fueron constituidas". Esto es, 
que la ley del país de constitución, regirá todos 
los aspectos vinculados con la creación, capa­
cidad, régimen organízativo y, en general, todo 
aspecto relacionado con su existencia. 

No obstante, para el ejercicio habitual o 
regular de actividades en Perú conforme a su 
objeto social, deberán obtener el reconoci­
miento de su personalidad jurídica en el país 
ante los Registros Públicos del lugar de su 
domicilio, debiendo designar un representante 
con facultades suficientes para operar en el 
país. Dicho representante, adicionalmente, es 
acreditado ante el Ministerio de Relaciones 
Exteriores, encontrándose sujeto a un régimen 
de beneficios especiales (visa oficial, tarjeta de 
identidad, libre entrada de menaje). 

Las instituciones inscritas en el Regis­
tro de Eniex adquieren las siguientes obliga­
ciones: a) proporcionar apoyo a instituciones 
públicas o privadas del país, en función de sus 
objetivos y recursos provenientes del· exterior; 
b) presentar, en el mes de enero de cada año, al 
Ministerio de Relaciones Exteriores y al Mi­
nisterio de la Presidencia, la información perti­
nente sobre la ejecución y 1 o finalización de los 
proyectos y 1 o programas en los que cooperó el 
año anterior, el Plan Anual de Actividades 
para el año iniciado, así como cualquier modi­
ficación del representante y 1 o domicilio legal. 
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ANEXO 

PRINCIPALES NORMAS EN MATERIA DE ORGANIZACIONES PRIVADAS SIN FINES DE LUCRO 

Constitución Política y Normas con rango de Ley 

l. Constitución Política del Perú de 1993, aproba­
da por el Congreso Constituyente Democrático 
y ratificada mediante referéndum del 31 de 
octubre de 1993, promulgada el29 de diciembre 
de 1993 (fecha de entrada en vigencia). 

2. Código Civil de 1984. Promulgado mediante 
Decreto Legislativo No. 295 (expedido por el 
Poder Ejecutivo según autorización conferida 
por Ley No. 23403) de fecha 24 de julio de 
1984, en vigencia a partir del 14 de noviembre 
de 1984. 

3. Ley No. 23733: Ley Universitaria. Fecha de 
promulgación: 9 de diciembre de 1983, en vi­
gencia a partir del18 de diciembre de 1983. 

4. Ley No. 25307: Declaran de prioritario inte­
rés nacional, la labor que realizan los clubes 
de madres, comités de vaso de leche, come­
dores populares autogestionarios, cocinas 
familiares, centros familiares, centros mater­
no infantiles y demás organizaciones sociales 
de base, en lo referido al servicio de apoyo 
alimentario que brindan a las familias de 
menores recursos. Fecha de promulgación: 
28 de enero de 1991, en vigencia a partir del 
16 de febrero de 1991. 

5. 

6. 

7. 

8. 

Decreto Ley No. 25593: Ley que regula las 
relaciones laborales de los trabajadores sujetos 
al régimen de la actividad privada (Ley de 
Relaciones Colectivas de Trabajo). Fecha de 
promulgación: 26 de junio de 1992, publicada 
el2 de julio de 1992, en vigencia a partir del3 
de julio de 1992. 
Ley No. 26439: Crean el Consejo Nacional para 
la Autorización de Funcionamiento de Uni­
versidades-Conafu, publicada el 21 de enero 
de 1995. 
Decreto Legislativo No. 809: Ley General de 
Aduanas, publicada el19 de abril de 1996. 
Decreto Legislativo No. 882: Ley de Promo­
ción de la Inversión en la Educación, publica-

do el 9 de noviembre de 1996, en vigencia a 
partir del 10 de noviembre de 1996 (con excep­
ción de las disposiciones tributarias que entra­
ron en vigencia a partir del 1 de enero de 
1997). 

9. Ley No. 26702: Ley General del Sistema Finan­
ciero y del Sistema de Seguros y Orgánica de 
la Superintendencia de Banca y Seguros. Pu­
blicada el 9 de diciembre de 1996, en vigencia 
a partir del10 de diciembre de 1996. 

10. Decreto Legislativo No. 774: Ley del Impuesto 
a la Renta. Promulgado por el Poder Ejecutivo 
el30 de diciembre de 1993, según autorización 
emitida por el Congreso mediante Ley No. 
26249. Entró en vigencia el1 de enero de 1994. 

11. Decreto legislativo No. 776: Ley de Tributa­
ción Municipal. Promulgado por el Poder Eje­
cutivo el30 de diciembre de 1993, según auto­
rización emitida por el Congreso mediante 
Ley No. 26249. Entró en vigencia el 1 de enero 
de 1994. 

12. Decreto Legislativo No. 783: Devolución del 
Impuesto General a la Venta e Impuesto de 
Promoción Municipal, que gravan las adquisi­
ciones con donaciones del exterior e importa­
ciones de las misiones diplomáticas y orga­
nismos internacionales. Promulgado por el 
Poder Ejecutivo el 30 de diciembre de 1993, 
según autorización emitida por el Congreso 
mediante Ley No. 26249. Entró en vigencia el 
10 de abril de 1994. 

13. Decreto Legislativo No. 821: Ley del Impuesto 
General a las Ventas e Impuesto Selectivo al 
Consumo. Publicado el23 de abril de 1996, en 
vigencia a partir del24 de abril de 1996. 

Decretos y Resoluciones Supremas 

14. Decreto Supremo No. 074-90-TR: Texto Único 
Ordenado de la Ley General de Cooperativas. 
Fecha de promulgación: 14 de diciembre de 
1990, fecha de publicación: 7 de enero de 1991. 
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15. Decreto Supremo No. 015-92-PCM (Presiden­
cia del Consejo de Ministros): Reglamento de 
la Ley de Cooperación Técnica Internacional. 
Fecha de promulgación: 29 de enero de 1992, 
en vigencia a partir del31 de enero de 1992. 

16. Resolución Suprema No. 508-93-PCM (Presi­
dencia del Consejo de Ministros): Aprueban 
directiva de procedimientos de aceptación y 
aprobación, internamiento de donaciones de 
carácter asistencial o educacional provenientes 
del exterior. Fecha de promulgación: 16 de no­
viembre de 1993, en vigencia a partir del17 de 
noviembre de 1993. 

17. Decreto Supremo No. 36-94-EF: Reglamento 
de la aplicación del beneficio tributario de de­
volución de impuestos pagados en las com­
pras de bienes y servicios efectuadas con fi­
nanciamiento de donaciones y cooperación 
técnica internacional no reembolsable. Fecha 

NOTAS: 

l. "El Estado es uno e indivisible. Su gobierno 
es unitario, representativo y descentralizado 
( ... )": Art. 43 de la Constitución Política del 
Perú. 

2. Art. 78 del Código Civil: La persona jurídica 
tiene existencia distinta de sus miembros y 
ninguno de éstos ni todos ellos tienen derecho 
al patrimonio de ella ni están obligados a sa­
tisfacer sus deudas. 

3. A la fecha, se están debatiendo reformas al 
Código Civil del Perú, especialmente en lo 
relativo a personas jurídicas, buscando dar 
un mayor dinamismo a la fundación, a través 
de lo siguiente: creación de un órgano social 
que integre a los fundadores, mayor capaci­
dad en la toma de decisiones por parte de los 
administradores, regulación de la modifica­
ción del estatuto, disolución y liquidación, y 
fusión. 

4. Ordenanza No. 088, del 22 de noviembre de 
1995, emitida por la Municipalidad de Lima 
Metropolitana: Modifican las normas sobre 
Organizaciones de Pobladores. 

5. Decreto Supremo No. 074-90-TR: Texto Único 
Ordenado de la Ley General de Cooperativas. 

6. En los debates sobre las reformas del Código 
Civil se está considerando el hecho de acredi­
tar el aporte efectivo en el instrumento de 
constitución de la fundación. 

de publicación: 10 de abril de 1994, en vigencia 
a partir de esa fecha. 

18. Decreto Supremo No. 099-96-EF: Establecen 
procedimientos para la aplicación de la ina­
fectación de impuestos y derechos arancela­
rios a las donaciones efectuadas a favor del 
sector público. Publicado el 7 de octubre de 
1996. 

19. Decreto Supremo No. 155-97-EF: Incluyen 
donaciones de carácter asistencial en las ina­
fectaciones del IGV e ISC establecidas me­
diante le D.S. No. 099-96-EF. Publicado el 22 
de noviembre de 1997. 

Normas municipales 

20. Ordenanza No. 088. Modifican normas sobre 
Organizaciones de pobladores, publicado el 3 
de diciembre de 1995. 

7. Ley No. 26702: Ley General del Sistema Fi­
nanciero y del Sistema de Seguros y Orgánica 
de la Superintendencia de Banca y Seguros. 

8. Aprobado mediante Decreto Supremo No. 
003-96-IN, publicado en el diario oficial el 12 
de abril de 1996. 

9. En los debates de las reformas del Código 
Civil se está considerando la incorporación, 
como órgano social, de una Junta de Funda­
dores, que tendría como atribuciones básicas 
realizar acciones de control respecto de los 
administradores y emitir opinión respecto de 
actos trascendentes de la fundación (fusión, 
modificación de fines, disolución). 

10. Las disposiciones tributarias establecidas por 
el Decreto Legislativo No. 882 entraron en vi­
gencia a partir del1 de enero de 1997. 

11. Cabe señalar que las fundaciones con fines 
educativos han sido excluidas del beneficio de 
inafectación del impuesto a la renta, por el 
Decreto Legislativo No. 882 (Ley de Promo­
ción de la Inversión Privada en la Educación). 

12. Dicho registro constituye requisito para efec­
tos de acceder al Régimen de Devolución de 
Impuestos, regulado por el Decreto Legislati­
vo No. 783. 

13. En cuanto a este impuesto, el Decreto Legisla­
tivo No. 821 ha incluido en el Apéndice 1 
(Operaciones Exoneradas), la venta en el país 
o importación de libros para instituciones edu­
cativas, así como publicaciones culturales 
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(partidas arancelarias Nos. 4901.10.00.00/ 
4901.99.00.00-4903.00.00.00). 
El Reglamento de la Ley del IGV ha precisado 
que para efectos de esta exoneración, se con­
siderará a todos los libros, excepto aquellos 
que el Ministerio de Educación señale ex­
presamente que no tienen la calidad de 
culturales. 

14. Mediante Decretos Supremos Nos. 075-97-EF 
(respecto de instituciones culturales), publica­
do el 15 de junio de 1997, y 076-97-EF (res­
pecto de instituciones deportivas), publicado 
el17 de junio de 1997, se ha precisado que las 
operaciones no gravadas están referidas a lo 
siguiente: 
a. En el caso de prestación de servicios, 

sólo respecto de aquellos de carácter 
cultural o deportivo acorde con el objeto 
social previsto en el estatuto. 

b. Respecto de transferencia de bienes, está 
referido a bienes usados, siempre que no 
constituyan operaciones habituales de di­
chas entidades. 

c. Respecto de la importación, está referido 
a material y equipo, excepto vehículos 
motorizados, destinados exclusivamente 
al cumplimiento de sus fines culturales o 
deportivos. 

15. Las donaciones en dinero no están gravadas 
con el IGV (al no ser considerado un bien 
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mueble, para los efectos del IGV), sean éstas 
en moneda nacional o extranjera 

16. En los casos que no resulte posible determinar 
la base imponible de acuerdo a lo indicado en 
el párrafo anterior, la misma será el costo de 
producción o adquisición del bien, según co­
rresponda. 

17. Se consideran entidades religiosas: 
a. Iglesia Católica y sus entidades confor­

mantes, tales como la Conferencia Epis­
copal Peruana, arzobispados, obispados, 
parroquias, misiones dependientes de 
órdenes y congregaciones religiosas y 
otras entidades dependientes de la Igle­
sia Católica que estén inscritos en el Re­
gistro de Entidades perceptoras de do­
naciones de la Sunat. 

b. En el caso de entidades religiosas dis­
tintas a la católica, se considerarán a las 
asociaciones o fundaciones cuyos esta­
tutos se hayan aprobado por la autori­
dad representativa que corresponda y 
que se encuentren inscritas en los Regis­
tros Públicos y en el Registro de Entida­
des inafectas o exoneradas del impuesto 
a la renta de la Sunat. 

18. Los tributos que gravan la importación son: 
los derechos arancelarios, IGV (e IPM), ISC, 
derechos específicos variables y la sobretasa 
arancelaria. 


